
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 29 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Mi- 
chavila Pallarés.

Ex;mo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

30246 ORDEN 111/01790/1982, de 29 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 
de abril de 1982, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Diego Soria Dorado, 
Capitán del CITAC.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na- 
cioual, entre partes, de una como demandante, don Diego So­
ria Dorado, Capitán del CITAC, quien postula , por sí mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra Resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 5 de febrero y 21 de 
agosto de 1980. sé ha dictado sentencia con fecha 27 de abril 
do F982, cuya,parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos la causa de inadmisibilidad alega­
da por el señor Abogado del Estado y desestimamos el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Diego Soria Do­
rado, en su propio nombre y representación, contra Resoluciones 
del Ministerio de Defensa de cinoo de febrero y veintiuno de 
agosto de mil novecientos ochenta, dictadas en el expediente 
administrativo a que se refieren estas actuaciones, Resoluciones 
que declaramos conformes a derecho y no hacemos expresa 
imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia lo 'pronunciamos, mandamos 
y firmamos.•

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencdoso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico-a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 29^ de septiembre de 1982.—P D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

30247 ORDEN 111/01788/1982, de 30 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 8 de julio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Emilio Sánchez Cáceres, Guar­
dia Civil retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala. Quinta del Tribunal Su­
premo, entre partes, de una, como demandante, don Emilio 
Sánchez Cáceres, Guardia Civil, retirado, quién postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 8 de octubre 
de 1980 y de 3 de diciembre de .1980, se ha dictado sentencia 
con feéha 8 de julio de 1982, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando eil recurso interpuesto por don 
Emilio Sánchez Cáceres, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de ocho de octubpe ce mil novecientos ochen­
ta, y de tres de diciembre de mil novecientos ochenta, sobre 
haber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley seas/mil nove­
cientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos los referidos 
acuerdos, como disconformes a derecho y tn su lugar declara­
mos el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo seña­
lamiento Je pensión de retiro con porcentaje del noventa por 
ciento sobra la base correspondiente; con especial condena en 
eos as a la Administración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en 'a "Colección Legislati­
va”. lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de Las facultades que me con­
fiere el articulo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­

ro' 54/1962, de 16 de marzo-, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo qu- comunico a V. E.
Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid 30 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario gene­

ra. pata Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vil- Pallarés.

Excmo. Sr Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

30248 ORDEN 111/01841/1982, de 11 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional dictada con fecha 3 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don José Chapela Barreiro, 
Sargento de Infantería y C. M. P.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Chapela Barreiro, Sargento de Infantería, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 5 dé octubre y 19 de 
diciembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 3 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don José Chapela Barreiro, 
Sargento de Infantería, y C. M. P., representado por el Procu­
rador señor Estévez Femández-Novoa. contra Resoluciones del 
Ministerio de Defensa, de cinco de octubre y diecinueve de' 
diciembre de mil novecientos setenta y ocho, debemos declarar 
y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas a derecho, 
en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcialmente, recono­
ciendo en cambio, a dicho recurrente ol derecho que tiene a per­
cibir el complemento de destino por responsabilidad en la fun­
ción, desde la fecha de su efectividad económica en el empleo de 
Sargento, hasta la entrada en vigor de la Ley cinco/mil nove­
cientos setenta y seis, de once de marzo, condenando a la Admi­
nistración al pago de las cantidades que resulten en este proce­
so, sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contericioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el. artículo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarda a VV. EE. muchos años.
Madrid, 11 de octubre de 1982.—P. D„ el Secretario general 

para Asuntos d® Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30249 ORDEN 111/01842/1982, de 11 de octubre por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 25 
de mayo de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Salvador Casado Gonzá­
lez, Sargento de la Legión, C. M. P.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Salvador 
Casado González, Sargento de la Legión, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 7 de agosto y 20 de 
octubre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 25 de mayo de 
1902. cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don Salvador Casado González, 
Sargento de la Legión y Caballero Mutilado Permanente, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de siete de agosto y 
Veintiséis de octubre de mil novecientos setenta y ocho, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho, y en consccuenciá, .as anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo en cambio a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir el complemento de destino por responsabili­
dad en la función, desde la fecha de su efectividad económica 
en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vigor de la Ley 
cinco/mil novecientos setenta y seis, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten en 
este proceso, sin imposición de costas.


